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Introducción


Este documento se presentará la disertación realizada como parte de la investigación de Doctorado en Derecho de la Universidad de los Andes, bajo la dirección del Dr. Gustavo Quintero Navas, que consiste en el papel de la justicia administrativa en las dictaduras de mediados del siglo XX en Colombia. La aguda lectura y los importantes aportes del Dr. Quintero son los que han hecho posible esta producción bibliográfica. El acompañamiento del profesor Quintero, su generosidad y apoyo intelectual y personal han sido fundamentales para lograr este texto.


La historia de la justicia administrativa colombiana se ha caracterizado por la narración y superposición de normas que se exponen como evoluciones naturales del derecho administrativo, enmarcado en el desarrollo institucional francés{1}. Sin embargo, dicha manera de explorar y exponer a la institución analizada trae consigo un problema de limitación sobre el objeto y el método que impide comprender la esencia y la estructura misma de la justicia administrativa colombiana.


Con esta crítica en mente, no propondré la exposición de normas como una narración conservadora{2} o desde el normativismo puro{3} que ha predominado en la explicación y desarrollos doctrinales del derecho administrativo, sino de situaciones políticas e históricas, especialmente, la lucha por la cooptación del poder constituido que se dio con posterioridad a las disputas armadas de la segunda mitad del siglo XIX, las luchas partidistas y los pactos políticos, en una región en la que se contendía, incluso de maneras violentas, la determinación del poder entre conservadores y liberales. En efecto, el surgimiento y estabilización de la justicia administrativa demuestra un progreso problemático, que indica que el alejamiento profundo entre derecho y sus contextos es particularmente dañino y reduccionista en áreas muy sensibles del derecho público{4}, olvidando que la dualidad de jurisdicciones{5} pudo consolidar formas de resistencia social o de oposición desde la institucionalidad, o por el contrario, afirmó y legitimó el derecho, la unificación nacional y la centralización desde decisiones judiciales que derrotarían posiciones regionales contrarias al régimen central imperante en ese momento.


Con este estudio argumento que la justicia administrativa ha nacido no por la imitación o trasplante desinteresado de instituciones europeas, menos aún, que ha adquirido distintas atribuciones porque las normas que la regulaban tendían a un desenvolvimiento más civilizado de la ciudadanía y del Estado{6}. Por el contrario, demostraré que la jurisdicción administrativa emerge por las necesidades antagonistas que existían al inicio del siglo XX, por una parte, de instituir un organismo que contribuía a la centralización del poder y a la consolidación del partido contra-federativo, y por otra parte, de abrir espacios que admitieran el debate de decisiones del poder hegemónico del partido de turno, que por demás, tendía al centralismo y a la exclusión del partido de oposición.


El argumento expuesto buscará demostrar hasta qué punto es posible considerar que el acuerdo político y el diseño institucional extraído del primero, harían posible la ya difícil tarea de controlar al poder. Esto por demás extiende el interés en el aporte que se pretende hacer, en tanto, como lo resalta el autor argentino Juan Carlos CASSAGNE, el grado de repercusión social y de vinculación del interés público es más que evidente cuando se habla de la jurisdicción administrativa, acompañada de la constante demanda de una justicia especializada, capaz de controlar "racionalmente" a la Administración{7}, postulado por supuesto dudoso, pero aceptable cuando se plantea una institucionalidad en crisis por el contexto de violencia en el que se centra este estudio y una periodización en torno a un ejecutivo desbordado. En realidad, el hallazgo en la doctrina y el contexto de producción normativa coincide en construcciones dogmáticas afirmativas de una autonomía del derecho administrativo insostenible efectivamente.


Expondré también la forma en que la configuración de la justicia administrativa demandó, en estados hegemónicos, un tribunal especializado o una dualidad de jurisdicciones, en naciones donde la centralización administrativa y unificación regional predominó, toda vez que tal configuración facilitaría el control del órgano judicial por parte del ejecutivo, y así, reducir o eliminar los avances hacia el federalismo o la independencia territorial.


En este sentido, se observará por oposición, que la experiencia argentina y venezolana, donde triunfó el federalismo, la dualidad fue innecesaria y se conservó en la justicia ordinaria la competencia de juzgar a la administración. Sin embargo, este trabajo de investigación no pretende profundizar ni describir exhaustivamente el funcionamiento o el desarrollo normativo y político de la justicia administrativa en los países analizados ni tampoco su estado actual, se acude al estudio comparado con el objeto de poder descubrir la institucionalización y las ideas políticas, más bien análogas, de la jurisdicción especializada como instrumento o control del poder.


El texto está estructurado en cinco partes. Primero, expongo brevemente el contexto y las experiencias de naciones representativas de América Latina y el predominio centralizador o federal en cada una de estas naciones (I), para luego explorar cuál era el proyecto inicial de la dualidad de jurisdicciones colombiano destinado al centralismo y la soberanía del poder central (II), para así, observar mi interpretación de lo que parecería ser la versión consensuada pero breve de los partidos políticos (III), proyecto que se vería atenuado y modificado por la Unión Republicana, que consolida la institución estudiada en los primeros años del siglo XX (VI). Finalmente, presento el nivel de utilización y las principales materias que estudiaron la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, luego de los primeros siete años de existencia, encabezando la jurisdicción contenciosa administrativa (V). Con esto último, intentaré exponer cuál fue el uso que se le dio a la dualidad de jurisdicciones y a la jurisdicción ordinaria como juez administrativo, situación que escapaba por completo al control de quienes proponían la creación de una dualidad jurisdiccional, por cuanto se trata de una justicia rogada y cuya independencia fluctuaba según la capacidad estabilizadora de la doctrina y del precedente.
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La experiencia comparada y de referencia común, la francesa, demuestra el papel y la etapa representativa de la dictadura napoleónica en la construcción del Derecho Administrativo, y en especial, la correspondencia que se constata entre la institucionalización del Consejo de Estado y un poder ejecutivo fuerte{1}. Con la Constitución del 13 de diciembre de 1799 (Año VIII) se crea el Consejo de Estado francés con el objeto primigenio de desagregar el conocimiento de materias administrativas del juez ordinario, para trasmitirlo a un juez retenido contencioso administrativo, distribuyendo las mismas competencias al nuevo órgano especializado, que tuvo vida legislativa el 17 de febrero de 1800{2}.


En los términos del artículo 52 de la Constitución se estableció que, bajo la dirección de los "cónsules", el Consejo de Estado estaría encargado de redactar los proyectos de ley y los reglamentos de la administración pública, y de resolver las dificultades que se presenten en materia administrativa. La separación de poderes, opina Auzanneau, está claramente enmarcada en el reforzamiento a los poderes del ejecutivo. Contra los excesos de las asambleas revolucionarias, el primer Consejo del Emperador se adjudicó la iniciativa de las leyes, incrementó el dominio del reglamento y confió al Consejo los asuntos contenciosos administrativos{3}.


Esta concentración de poderes hacia el jefe de Estado se presentaría, acertadamente, como una amenaza para las libertades públicas. El Consejo de Estado se observa así como una prolongación del poder soberano, y accesoriamente un órgano judicial, siendo un intermediario ideal, para el Emperador, entre el pueblo y el gobierno, en tanto, por demás, restringiría la contestación política en la medida en que sus miembros son nombrados por el jefe de Estado. Opina Locre, jurista contemporáneo y afín a la revolución, que el Consejo de Estado francés no estaba separado del soberano por ningún intermediario y ofrecía la confianza de no alejarse de la ley ni de la voluntad de cooperar con sus designios{4}.


De allí que la identificación del Consejo de Estado con los deseos de centralización de la autoridad sea una premisa sostenible, demostrando la dictadura francesa la necesidad de tener a su disposición un cuerpo técnico, que al mismo tiempo le permitiese asegurar la efectividad de su poder. Con razón, su independencia estaba en entredicho cuando sus miembros eran nombrados por el jefe de Estado y las decisiones del Consejo de Estado sólo tendrían efectos jurídicos cuando fuesen aprobadas por el ejecutivo, en la medida en que el pensamiento napoleónico enmarcaba al Consejo como un sólido auxiliar de la Administración{5}.


La experiencia francesa parecería demostrar que la justicia administrativa no se originó en ideas liberales y garantistas del emergente Estado de Derecho. Por el contrario, las pruebas parecerían sostener que la Jurisdicción Contencioso Administrativa ha sido el producto, las más de las veces, de regímenes predemocráticos, con efectos más simbólicos y políticos que de control jurídico a los excesos de la Administración.


Para explicar la experiencia franca, el autor François BURDEAU propone una crítica hacia la periodización propuesta por Maurice Hauriou, quien plantea tres períodos que marcan la historia del derecho administrativo, a saber, la elaboración secreta de 1800 a 1818, un segundo período de divulgación, de 1818 a 1860, y finalmente, la organización y la disciplina después del comienzo del Imperio Liberal. Con todo, opina BURDEAU, esta periodización resulta bastante artificial en tanto oculta las "continuidades" que subsistieron entre las tradicionales instituciones administrativas anteriores a la revolución{6}.


Así, BURDEAU señala que con la consolidación del Consejo de Estado por medio de la ley del año VIII (13 de diciembre de 1799) se crean Consejos de Prefectura para juzgar los asuntos contenciosos, con la función principal de control de legalidad. Lo señalado no puede observarse como un avance hacia la restauración del Estado Liberal, en tanto el Consejo de Estado había supuesto "la restauración de un poder de naturaleza monárquica", y el establecimiento de Tribunales Administrativos Departamentales sería el fruto de la concentración de responsabilidades en las manos de una sola autoridad, el prefecto{7}.


La ampliación de competencias a los Tribunales Administrativos se evidenció con el conocimiento atribuido sobre los conflictos resultados de las obras públicas y la expropiación, que significaban conflictos particularmente sensibles para los dominios nacionales, con una visión que privilegiaba marcadamente los intereses administrativos sobre los privados. Con razón, es posible encontrar resistencia en la doctrina franca analizada de llamar justicia a la función de resolución de conflictos encargada al Consejo de Estado y a los Tribunales Administrativos, considerando además la participación activa de los Consejeros de Estado en la Administración{8}.


Justamente, para comprender la estructura administrativa antes enunciada, se debe recordar el diseño institucional que convenía el proyecto napoleónico. Así, explica Grégoire BIGQT, la centralización, como mecanismo para la unidad y la unificación, suponía la reunión de dos elementos: el reforzamiento de la autoridad central, caracterizada por la dominación de un ejecutivo monocrático, como director de la administración, y el ejercicio del poder o control de tutela sobre los agentes del Estado nominados en todo el territorio, garantizando que los mismos servidores reprodujeran fielmente las decisiones del gobierno central{9}.


Inclusive, emerge para aquella época la doctrina que diferencia al derecho común del derecho administrativo a la luz de las prerrogativas públicas. Por ello se estima, desde la misma actuación del Consejo de Estado, que la Administración actúa como soberana y por vía del ejercicio del poder público todas las veces que exige al individuo el cumplimiento de sus obligaciones que el derecho público le imputa en calidad de ciudadano. La propiedad y los contratos crean los derechos y las obligaciones de naturaleza civil para el Estado, excluyendo así los poderes exorbitantes derivados de la aplicación de un régimen excepcional, anunciando pretendidamente la dicotomía entre actos de autoridad y actos de gestión{10}.


La práctica francesa optó por reformar a la llamada "justicia retenida" por medio de los Decretos del 11 de junio y 22 de julio de 1806, afirmando el propio Napoleón, la necesidad de un "tribunal especializado para el juzgamiento de las funciones públicas", control que se materializa, es necesario advertir, para el control de legalidad. En todo caso, su institucionalización sigue siendo caracterizada por tratarse de un órgano "semi-administrativo" y "semi-judicial" que se desagregó de las manos del jefe de Estado, instituyéndose así la función jurisdiccional del Consejo y los Tribunales, de controlar el poder público. El primer decreto, el más importante afirma BURDEAU, diseña un Consejo de Estado dividido en cinco secciones, una comisión de lo contencioso, que no sería propiamente judicial, en tanto se limitaría a la preparación de informes de los conflictos contenciosos sobre los cuales el Consejo se pronunciaría, acompañado en todo caso, con el Decreto del 22 de julio de 1806, que determina el proceder de la nueva comisión, completando la reglamentación concerniente a un Código de Procedimiento Civil{11}.


La historia del Consejo de Estado franco parece apoyar entonces la idea de que su aparición y su influencia son más importantes cuando se está ante regímenes identificados con un poder ejecutivo fuerte. Por el contrario, su relevancia institucional se ve reducida cuando se constata la transición hacia los regímenes parlamentarios tardíos. Esta situación se explica por el hecho de que, en los regímenes que cuentan con un ejecutivo fuerte, en la experiencia francesa, el primer y segundo imperio, el Consejo de Estado es un cuerpo político que se asocia con el ejercicio directo del Poder Legislativo y Ejecutivo, mientras que en los otros regímenes que atenúan el Poder Ejecutivo, desciende con ello a un nivel de cuerpo administrativo{12}.


Precisamente, el papel legislativo del Consejo de Estado francés se hizo más pronunciado en los primeros diez años de su institucionalización, desde 1800 a 1810, donde se redactaron los grandes cinco códigos, entre ellos el renombrado Código Civil{13}, pero sospechosamente ningún Código Administrativo{14}, y se emitieron importantes normas atribuidas al Consejo, como lo fueron las relativas a la expropiación. Para 1810 el Consejo de Estado francés había ganado un amplio prestigio por su colaboración en la elaboración de leyes y reglamentos. Dicho prestigio, sin embargo, fue evidente también respecto a sus funciones como juez máximo de lo contencioso administrativo, siendo su aporte en jurisprudencia y en la vida administrativa inicialmente modesto, pero al poco tiempo produciría los fallos más representativos de derecho administrativo, con un especial esfuerzo por producir la esperada dualidad jurídica, atendiendo a la especialidad jurisdiccional, entre los que se cuentan el arrêt Hospices d'Angers, del 8 de enero de 1813 y el arrêt Leseigneur, del 6 de diciembre de 1813, entre otros, destinados en buena proporción a caracterizar los actos de la Administración y aquellos referentes a la adjudicación de minas, con una resistencia a emitir una teoría general sobre su competencia que permaneció por un buen tiempo{15}.


Con todo, el Consejo de Estado francés se consideró, con la reforma de 1814, como una institución incompatible con los postulados de liberalismo individualista de la reforma. En efecto, "el liberalismo sin individuos" en el que cayó el régimen autoritario de la Francia postrevolucionaria, cedió paso a un régimen representativo, garantista de las libertades públicas. Entonces, repudiando la existencia del Consejo de Estado, desde la misma ordenanza del 29 de junio de 1814, donde se tachó al Consejo napoleónico así como del Consejo del Rey como del Régimen anterior (Ancien Régime), se reconstruyó al Consejo de Estado como un órgano subordinado ahora a las decisiones de los ministros o secretarios de Estado, garantizando de esta manera la representación democrática; con todo, las críticas sobre su existencia no cesaron, en especial, por su actitud permisiva sobre los actos propios del despotismo napoleónico, que finalizarían sólo con la Restauración{16}.


El Consejo de Estado había adquirido un lugar privilegiado entre las instituciones del primer imperio, como auxiliar del emperador e investido de su confianza, que hicieron tímido su papel en el ejercicio de sus funciones de contencioso puramente administrativo, pasando así a ser un símbolo del despotismo imperial. El Consejo de Estado participó entonces de la "hipertrofia" del Poder Ejecutivo, siendo el contencioso administrativo, con razón, una dependencia del poder central. Bajo estas condiciones, el Consejo de Estado se arriesgaba a mostrar una competencia casi sin límites, condicionando la reparación de derechos particulares a la estabilidad de la administración activa{17}.


Por esta razón el Consejo vio disminuido su influencia en la "Restauración", cuando se redujo su poder político, para pasar, por lo menos en teoría, "de los hombres de la política a los juristas"{18}. Las revisiones posteriores revelan una resistencia especial para mantener al Consejo de Estado. Charles X atacó abiertamente la dualidad de jurisdicciones heredada del Imperio, en cuanto a su función judicial se consideraba como un resultado inconstitucional posterior a la reforma de 1814. Así, la propuesta se destinó a extraer de la Administración cualquier facultad de juzgamiento, aunado a importantes autores como CQRMENIN{19} y MACAREL{20} que planteaban la creación de un alto Tribunal Administrativo, diferente al Consejo de Estado, depositario de toda la competencia contenciosa dotado de una organización exclusivamente jurisdiccional{21}.


La descentralización conducirá, desde las ideas liberales individualistas contrarias al régimen autoritario liberal, a corregir el despotismo revolucionario e imperial; el estatismo omnipotente cedería a las libertades comunes como libertades de cuerpo. La descentralización, bajo la reforma de 1814, no convulsionaría la organización del Estado, pero corregiría y atribuiría una libertad administrativa de los intereses locales, distintos a los del gobierno central. Más allá del precio que tendría el cambio extremo descentralizador, los conservadores más monarquistas entenderían qué papel debía jugar la aristocracia en el ejercicio político y social, incluso como garantista de las libertades públicas{22}.
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